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  Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Buenos Aires,  13 de  agosto de 2009
 

RES. Nº  417 /2009

 

VISTO: 

El expediente “SCD s/ denuncia formulada por el Sr. Jorge Oscar Berrogain” (SCD- 092/09-0).

CONSIDERANDO:



Que se inicia el expediente de referencia por la denuncia presentada  por el Sr. Jorge Oscar Berrogain en este Consejo de la Magistratura el 08 de mayo de 2009, ingresada como Actuación Nº 10247/09, contra los cotitulares de la Fiscalía en lo Penal, Contravencional y de Faltsa Nº 4, Dres. Luis Esteban Duacastella y María del Carmen Gioco.



Que el Sr. Berrogain informa que por ante la mencionada Fiscalía tramitan los expedientes Nº 36023/08 por amenazas y Nº 34464/08 por violación de domicilio, en los que ha sido denunciante.



Que manifiesta a la Comisión de Disciplina lo siguiente “Desconozco si este es el camino adecuado para intentar agilizar las actuaciones, pero al menos de suceder alguna desgracia en el futuro, muchos responsables de intervenir están debidamente notificados y advertidos”.



Que con fecha 12 de Mayo ppdo. la Comisión de Disciplina y Acusación tomó conocimiento de lo expuesto, ordenó la formación de expediente y dispuso la citación al presentante a ratificar su denuncia.



Que con fecha 14 de Mayo de 2009 a las 12,00 horas compareció el Sr. Jorge Oscar Berrogain, a fin de ratificar la denuncia y manifestó lo siguiente: no le comprenden las generales de la ley, no tuvo trato personal con la Dra. María del  Carmen Gioco, su trato con el Dr. Duacastella fue correcto. Ratificó su firma y el contenido de su denuncia y manifiesta que recibió una nueva amenaza, que por su calificación legal, la autoridad policial derivó ésta a la Justicia Nacional, por razones de competencia.



Que sostiene el Sr. Berrogain que espera que  “alguna de las instancias a las que acudo logre agilizar las actuaciones”.



Que en la denuncia en el expediente Nº 36023/08 por amenazas, manifiesta que percibe una total inacción y falta de celeridad a pesar de lo grave de la falta. Sostiene que “se ha dejado pasar el tiempo injustificadamente, no se han tomado las medidas lógicas pertinentes y se la ha intentado archivar sin ninguna razón lógica. Luego de ello he debido acudir a la Fiscalía de Cámara quien ha ordenado la continuación de las actuaciones. He insistido hasta el hartazgo a que requieran análisis de llamadas efectuadas a través de sistemas tipo Skype, pero los meses pasan, las amenazas continúan y todo se dilata innecesariamente.”



Que el Sr. Berrogain manifiesta que el receptor (y destinatario) de las amenazas es su padre, de 81 años de edad y que quien efectúa los llamados intimidatorios tiene acceso a elementos técnicos que dificultan su identificación (distorsionador de voz, llamadas que no se facturan a través de Telefónica, acceso a internet). Considera que  se puede obtener el número de la tarjeta de crédito con la cual se abona el servicio de skype, y de esa forma, llegar a saber quien es la persona que efectúa las amenazas.



Que asimismo, sostiene el Sr. Berrogain que concurre a la Fiscalía a tomar vista del expediente y siempre se le contesta que “está a despacho” y que en una ocasión anterior, durante el mes de Febrero, concurrió en reiteradas oportunidades, con resultado negativo  y cuando pudo ver su expediente se encontró con el proveído que disponía el archivo.



Que en relación al Expte. Nº 34464/08 por violación de domicilio, acompaña copia de una nota presentada por vecinos, a la Defensoría del Pueblo del Gobierno de la C.A.B.A, con fecha 19/04/07. En dicha nota, donde no figuran las firmas, refiere que los vecinos de dos Centros pertenecientes al GCBA sitos en la Calle Curapaligüe 525  (Dirección General de Ciudadanía Porteña) y Curapaligüe 571 (Dependencia del Ministerio de Derechos Humanos y Acción Social del GCBA que se dedica a la atención de menores adictos a la pasta base de cocaína, comúnmente llamada “paco”) se encuentran afectados en su calidad de vida en función de perjuicios relacionados con seguridad, tranquilidad, salubridad e higiene. Formula una serie de consideraciones relacionadas con presuntas violaciones al Código de Planeamiento y Urbanismo. Refiere el denunciante que un menor se habría fugado del mencionado Centro de recuperación de adictos y habría ingresado a su domicilio. Que asimismo, sufre de exhibiciones obscenas y ruidos molestos, pero que ello pasa a un segundo plano cuando existe un potencial peligro para la vida de sus familiares ante alguna nueva fuga que pudiera producirse o ante cualquier objeto que se arroje desde el referido lugar a su casa.



Que sin soslayar la importancia de los hechos denunciados y la preocupación puesta de manifiesto por el denunciante, que se comparte, la actuación del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se circunscribe a resolver sobre las sanciones disciplinarias que deban aplicarse a integrantes de la Magistratura, a propuesta de la Comisión  de Disciplina y Acusación  (art. 12 de la Ley Nº 31, texto conforme art. 20 de la Ley Nº 2386, BOCABA Nº 2752 del 23/08/07) ,y,  en su caso,  “decidir la apertura del proceso de remoción de integrantes de la Magistratura y del Ministerio Público ...” (art. 11 de la Ley Nº 31) y las de esta Comisión de Disciplina y Acusación  a las mencionadas en el art. 30 de la Ley Nº 31, texto conforme art. 20 de la Ley Nº 2386, BOCABA Nº 2752 del 23/08/07).



Que, en relación a la pretensión del Sr. Berrogain  de “agilizar las actuaciones”, la misma resulta inadmisible e improcedente.



Que este Consejo de la Magistratura no  puede presionar a los Magistrados  para interceder en sus decisiones, dado que las  facultades disciplinarias del Consejo de la Magistratura no deben confundirse con la tarea jurisdiccional propia de los Tribunales locales. 



Que en el mismo sentido, la Ley 31 dispone en su art. 1 que es función de este Consejo asegurar la independencia del Poder Judicial, la que reviste dos aspectos: uno externo, formado por las presiones que pudieran provenir de los otros poderes del Estado, o incluso de particulares; y otro interno: el que puede darse desde órganos pertenecientes al propio Poder Judicial jerárquicamente superiores a los/as Magistrados/as que intervienen en determinados expedientes.



Que la potestad de este Consejo de la Magistratura se agota en la determinación de las responsabilidades originadas en las conductas que se consideren puedan llegar a ser pasibles de sanciones disciplinarias, o se configuren como posibles causales de remoción.



Que esta Comisión de Disciplina ha tomado por principio que los asuntos de naturaleza procesal o de fondo exceden el ámbito de su competencia disciplinaria, y sólo son susceptibles de revisión a través de los remedios previstos en el ordenamiento procesal. Lo contrario significaría cercenar el principio de independencia de los jueces en cuanto al contenido de sus sentencias. Así, es menester señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que: “lo relativo a la interpretación y aplicación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del Juez de la causa sin prejuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener la reparación a los agravios que los pronunciamientos del magistrado pudiera ocasionarles” (Fallos 303:741, 305:113).



Que el Consejo de la Magistratura no puede inmiscuirse directa  o indirectamente en la competencia jurisdiccional. En otros términos, las sanciones disciplinarias apuntan a que este Consejo “logre disciplina en el cumplimiento de reglas ordenatorias para la administracion del universo de conflictos, no para la decisión  de un conflicto determinado, ni , consecuentemente, para imprimir una determinada línea a los actos procesales” (Kemelmajer de Carlucci, Aída, “El Poder Judicial en la reforma constitucional”,  en AA.VV. “Derecho Constitucional de la Reforma de 1994”, Mendoza, Instituto Argentino de Estudios Constitucionales y Políticos, 1995, T omo II, Pag. 275).



Que tal ha sido el criterio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto sostuvo que, cualquiera sea el acierto o el error de las resoluciones objetadas, ello deberá ser establecido dentro de los cauces procedimentales y por el juego de los recursos que la ley suministra a los justiciables. En este orden de ideas, resulta impensable que la potestad política que supone el juzgamiento de la conducta de los jueces esté habilitada para inmiscuirse en la tarea jurisdiccional de éstos y formular juicios al respecto (Fallos: 300:1330). 

“Lo atinente a la aplicación e interpretación de normas jurídicas  en un caso concreto es resorte exclusivo del juez de la causa sin perjuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en  el procedimiento o para obtener reparación a los agravios que los pronunciamientos de magistrados pudieren ocasionarles. No cabe pues, por la vía de enjuiciamiento, intentar un cercenamiento de la plena libertad de deliberación y decisión que deben gozar los jueces en los casos sometidos a su conocimiento, ya que admitir tal proceder significaría atentar contra el principio de independencia del Poder Judicial, que es uno de los pilares de nuestra organización constitucional” (Fallos: 305:113). 



Que por ende, el presupuesto necesario de la función de juzgar resultaría afectado si los jueces estuvieran expuestos al riesgo de ser removidos por el sólo hecho de que las consideraciones vertidas en sus sentencias puedan ser objetables, a excepción de que ellas constituyan delitos o traduzcan ineptitud moral o intelectual (Fallos 274: 415), extremos que, por cierto,  no se configuran en la especie. 



Que, en conclusión, puede afirmarse que solo existe por parte del presentante Berrogain una mera disconformidad con las medidas adoptadas por la  Fiscalía en el marco de la instrucción, o con la atención de los empleados o funcionarios de la Fiscalía, quienes, según refiere el aquí denunciante, no pueden informar correctamente sobre los motivos por los cuales la causa aparentemente no se encuentra en letra.



Que en razón de las consideraciones efectuadas, esta Comisión entiende que los Dres. Luis Esteban Duacastella y María del Carmen Gioco no han cometido ninguna de las faltas previstas en el  Art. 15 del Reglamento Disciplinario para Magistrados e Integrantes del Ministerio Público aprobado mediante Res. 272/2008, por lo que no existe conducta pasible de sanción disciplinaria y que corresponde la desestimación de la denuncia y el archivo de las presentes actuaciones.



Que asimismo, esta Comisión de Disciplina y Acusación, teniendo a la vista la documental agregada por cuerda separada como Anexo 1 y los hechos traídos a su conocimiento, entiende necesario hacer saber que, respecto de lo expuesto en relación el Expediente Nº 34464/08 por violación de domicilio, la actuación de los Fiscales se circunscribe a la investigación que es materia de su propia competencia.



Que en relación a la causa Nº 34609/08 que corre por cuerda separada, agregada como Anexo 2, consta que Que en relación a la causa Nº 34609/08 que corre por cuerda separada, agregada como Anexo 2, consta que el Sr. Berrogain, se encuentra dispuesto a asistir a una mediación con funcionarios que tengan poder de decisión sobre el tema seguridad, dado que el responsable del Instituto para el tratamiento de adictos a la paste base, sito en Curapaligue 571 de esta Ciudad no se encuentra habilitado para ello y que según averiguaciones practicadas, dicho Centro, denominado “Casa Puerto” depende del Ministerio de Desarrollo Social de la C.A.B.A.



Que en relación a la causa Nº 36023/08 que corre por cuerda separada, agregada como Anexo 3, consta que en los teléfonos laborales de la oficina que comparte con su padre, se reciben llamadas intimidantes y reiteradas. Que consta un requerimiento efectuado a Telefónica Argentina S.A. contestado con un detalle de llamadas entrantes a las líneas 11-4981-5676 y 11-4-958-5692 desde el 01/10/2008 al 06/11/2008. Que dicha causa se encuentra en pleno trámite.



Que, como lo ha sostenido la Fiscal de Cámara Dra. Sandra Verónica Guagnino en el auto de fecha 15 de Mayo de 2009, y que esta Comisión comparte, “no se advierte que otra medida probatoria podría producirse más allá de la que se encuentra pendiente. Por lo que una vez que se reciba contestación de la empresa telefónica, el Fiscal podrá decidir si continúa con la investigación o archiva el caso”. Que mas allá que la presunta víctima se queje por no haber podido ver el expediente “por casi  veinte días “, ninguna norma procesal así lo autoriza. En cambio el art. 38 del CPPCABA sí establece su derecho a ser infoirmado por el Fiscal sobre el estado de la causa y situación del imputado. A tal fin es que dispondré el libramiento de una cédula al Sr. Jorge Oscar Berrogain. En cuanto a los expedientes 34464/08 “NN s/inf. art. 129 1º parrafo, exhibiciones obcenas CP “ y 34609/08 “NN s/inf. art. 150, violación de domicilio, CP“, ... “los hechos denunciados guardan vinculación  con diferentes cuestiones más allá de las penales y contravencionales, ya que también podrían entrar a jugar cuestiones administrativas, civiles, sociales, etc.”


Que este Plenario no puede entender en la adopción de políticas gubernamentales y ejecución de decisiones en relación a los temas planteados, que deberán ser tratados en otras dependencias, ya sean judiciales o administrativas, por las vías que correspondan.


Que, no obstante, este Plenario considera necesario destacar la importancia de un trato amable y respetuoso en la atención de quienes acuden a la Judicatura en busca de la defensa de sus derechos, requiriendo la adecuada, eficaz y ágil prestación del servicio de justicia.



Que por todo lo expuesto, y en uso de las facultades otorgadas por la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ley 31,  el Reglamento  General del Consejo y lo dispuesto en la Res. CM Nº 272/08, 

 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA DE

LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:
Art. 1º: Desestimar la denuncia formulada  por el Sr. Jorge Oscar Berrogain 

contra los cotitulares de la Fiscalía en lo Penal, Contravencional y de Faltas Nº 4, Dres. Luis Esteban Duacastella y María del Carmen Gioco.

Art. 2º: Regístrese, notifíquese a los interesados y, oportunamente, archívese  .  

RESOLUCIÓN  Nº 417 /2009

 
N. Mabel Daniele                                        Mauricio Devoto

     Secretaria                                                   Presidente
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